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León, Guanajuato, a 22 veintidós de octubre del año 2012, dos mil once. .  . . 
V I S T O para resolver el expediente número 223/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por la ciudadana LUZ ADRIANA MARTÍNEZ GUZMAN, en contra de la Directora General de Ingresos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:

PRIMERO.- Con fecha 12 doce de junio del año 2012, dos mil doce, la actora presentó el escrito de demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnando el requerimiento de pago de fecha 26 veintiséis de abril del año 2012, emitido por la Directora General de Ingresos de este Municipio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Por auto de fecha 14 catorce de junio del año 2012, dos mil doce, a la actora se le admitió a trámite la demanda y la prueba documental ofrecida y exhibida en la misma, la que por su naturaleza se desahogo en ese momento procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- El 29 veintinueve de junio del año 2012, dos mil doce, la autoridad demandada presentó la contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 03 tres de julio del mismo año, se le tuvo por contestando en tiempo y forma, admitiéndosele la prueba documental ofrecida y exhibida a la misma, así como la presunción legal y humana en lo que le favorezca, señalándose además fecha y hora para celebrar la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . 
CUARTO.- La audiencia de alegatos fue celebrada el 17 diecisiete de julio del 2012, dos mil once, a las 11:15 once horas con quince minutos, sin la asistencia  de las partes, por lo que se procede a  emitir  la  sentencia  que  derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 206-A párrafo  segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso, por impugnarse un acto emitido por la Directora General de Ingresos de este Municipio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Que la parte actora impugna el requerimiento de pago de fecha 26 veintiséis de abril del año 2011, dos mil once con numero …, por la cantidad de …, cuya existencia se encuentra acreditada en autos de este proceso, con copia al carbón admitida como prueba al impetrante, misma que también fue ofrecida por la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo y de las excepciones opuestas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada en la contestación de la demanda opone las excepciones de falta de acción y carencia de derecho; y, para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar el requerimiento de pago, toda vez que se encuentra dirigido hacia su persona y como destinatario del acto impugnado esta en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, la autoridad demandada opone la excepción derivada de los artículos 136, 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos podemos desprender una defensa, la que se analizará al momento de determinar la legalidad o ilegalidad del acto combatido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De igual manera, la autoridad opone la excepción Nom Mutati Libeli, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurre en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ..
Por otra parte, de las constancias que integran esta causa se advierte  que no se actualiza ninguna causal de improcedencia, ni de sobreseimiento de las contempladas respectivamente en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en el primer concepto de impugnación el actor manifiesta que le causa agravio el requerimiento de pago que se le formula, en virtud de que la autoridad realiza un requerimiento sin que previamente haya determinado y dado a conocer el documento determinante del crédito fiscal, contraviniendo lo establecido en el artículo 44 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, el cual transcribe; niega lisa y llanamente que la autoridad demandada previo al requerimiento, haya determinado y notificado el crédito fiscal que se requiere para dar inicio al procedimiento administrativo de ejecución, por lo anterior, y considerando que no se ha determinado el crédito fiscal, el requerimiento que se formula es improcedente; que cobra relevancia lo establecido por el artículo 164 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, ya que establece que tratándose de impuesto predial, se debe determinar y liquidar de acuerdo a las tasas que establezca la Ley de Ingresos, lo cual la autoridad no ha realizado, causándole agravio al requerir el pago sin antes determinar el crédito fiscal, así como darle a conocer la tasa aplicable al caso concreto dejándolo en total estado de indefensión; sigue manifestando que hasta cuando se determina y notifica formalmente el crédito fiscal, procede en cobro de recargos y diferencias, lo que no ocurre en el presente caso, por lo que es improcedente el cobro de recargos y diferencias; lo anterior aunado a que la autoridad no satisface el fundamento legal y los motivos del por qué esta cobrando esos conceptos, lo anterior de conformidad con los establecidos por los artículos 45 y 49 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, dispositivos legales que la autoridad no consideró emitiendo un acto y un cobro ilegal, transcribe los referidos artículos; los gastos de ejecución, conforme a lo establecido en la Ley de Ingresos, solo son aplicables por diligencias como requerimiento de pago, embargo o remate y niega lisa y llanamente que se haya realizado alguno de estos actos. En tanto, que la autoridad en la contestación de la demanda expresa que es improcedente, ya que se emitió cumpliendo en todo momento con lo establecido en los artículos 44 y 164 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, tal y como se acredita con la documental anexada por la propia actora en el escrito inicial de demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en merito de los siguientes razonamientos lógicos y jurídicos: . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
La parte actora, niega lisa y llanamente que la  autoridad demandada previo al requerimiento de pago, le haya determinado y notificado el crédito fiscal, negativa que coloca a la Directora General de Ingresos en la necesidad de probar los hechos que llevó a cabo para la determinación del crédito fiscal y que se practicó formalmente su notificación, ello es así porque, de acuerdo a lo estipulado por el artículo  40 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, los actos fiscales se presumen de legales y cuando el afectado los niega lisa y llanamente, las autoridades fiscales deberán probar los hechos que motiven los actos, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho, esto es, la negativa lisa y llana le revierte a la autoridad la carga de la prueba. . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así, es el caso que la Directora General de Ingresos no desvirtuó dicha negativa, dado que no exhibió el documento que contiene la determinación del crédito fiscal, ni tampoco aportó el acta que contiene la diligencia de notificación, por tal motivo, en la especie partimos de la premisa de que la autoridad fiscal omitió determinar el crédito fiscal, ya que en autos del sumario no existe prueba alguna de que haya fijado en cantidad liquida el crédito fiscal, ni de su notificación a la parte justiciable, descuidos que traen consecuencias adversas a los derechos de la actora, toda vez que primero nace el crédito fiscal, luego se determina el crédito y posteriormente viene el requerimiento de pago, que es el inicio del procedimiento administrativo de ejecución; de esta manera, el requerimiento de pago tiene la presunción de validez, pero resulta ineficaz, ya que se emitió sin que previamente se haya notificado la determinación del crédito fiscal proveniente del impuesto predial y a cargo de la ciudadana Luz Adriana Martínez Guzmán. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por  otra  parte, para que el  requerimiento de  pago  impugnado  respecto al 
cobro de recargos y gastos de ejecución cumpla con el elemento de fundamentación exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios del Estado de Guanajuato, es menester que la autoridad fiscal demandada indique los artículos de las Leyes de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para los Ejercicios Fiscales de cada Año, a partir del 2006 dos mil seis y hasta el año 2012 dos mil doce y que sean aplicables al caso concreto del actor; sin embargo, en la especie los preceptos legales de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año 2012, dos mil doce, invocados como fundamento, aún no son aplicables al justiciable, en virtud de que en la fecha de presentación de la demanda que nos ocupa, no se tenía la determinado el crédito fiscal a cargo de la actora, ni se la había notificado dicho acto fiscal, de ahí que el acto combatido no se encuentra adecuadamente fundado; además, el requerimiento de pago a debate, no se encuentra debidamente motivado, al no existir el acto previo de determinación del crédito fiscal, pues en este último acto, es donde se expone de manera pormenorizada el procedimiento que siguió para determinar su cuantía, lo que implica que la autoridad debe pormenorizar la forma en que llevó a cabo las operaciones aritméticas aplicables, detallar claramente las fuentes de las que obtuvo los datos necesarios para realizar tales operaciones, amén de que no se anexa al acto impugnado la determinación del crédito fiscal, por tanto, el cobro de recargos y gastos de ejecución resulta ilegal; e, igual suerte corre el cobro de las diferencia y sus recargos, aunado a que conforme al artículo 168, último párrafo, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, no debe exigirse el pago de diferencias que resulten entre el valor anterior y el que arroje el avalúo respectivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En merito de lo expuesto, resulta evidente que la omisión de la determinación del crédito y la falta de su notificación, constituyen vicios formales que hacen que no se cumpla con el elemento de validez exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, mientras la insuficiente fundamentación y la carencia de motivación del cobro de recargos, gastos de ejecución, así como el indebido cobro de las diferencia y sus recargos, originan que no se cumpla con el elemento de validez previsto en la fracción VI del citado artículo 137. . . . . . . . . . . . . 
En el cuarto concepto de impugnación de la demanda la actora aduce en esencia que el requerimiento de pago le causa agravio porque es emitido por la Directora General de Ingresos y la misma carece de atribuciones para realizar requerimiento de pago, ya que los artículos 53, 66, 67 y 68 del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, no le conceden atribución para emitir requerimientos de pago, por lo tanto, el acto que por ésta vía se combate no cumple con lo dispuesto por la fracción I del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. En tanto, la autoridad fiscal en la contestación de la  demanda señala en lo esencial que este concepto de impugnación resulta infundado, ya que cumple con los requisitos de los artículos 137 y 138 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; y, que la facultad de la Directora General de Ingresos para emitir el acto impugnado, esta plasmada en los artículos invocados en el texto del acto impugnado, por lo que se expidió con la debida fundamentación y motivación. . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en merito de los siguientes razonamientos lógicos y jurídicos:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, cabe precisar que la competencia de la autoridad fiscal para efectos de este proceso se entiende como el conjunto de facultades y atribuciones que le confiere a la Directora General de Ingresos de la Tesorería Municipal -órgano administrativo- el Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, pues, este Ordenamiento Jurídico asigna las funciones concretas o asuntos que puede o debe atender cada una de las autoridades fiscales Municipales, indicadas en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; así tenemos que la competencia la fija la Ley, un Reglamento o un acuerdo de delegación de facultades. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, realizando un minucioso análisis del acto impugnado se advierte que es cierto que la autoridad demandada para justificar su competencia o atribuciones expresa como fundamento legal, los artículos 53 inciso D), 66 inciso A), 67 fracciones X, XIV y XVII, y 68 fracciones III y IV, del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato; y, también es verdad que ninguno de estos numerales le conceden atribuciones a la Directora General de Ingresos, para emitir el requerimiento de pago combatido; lo anterior es de esa manera, toda vez que el citado artículo 67, se limita a establecer sus facultades, siendo el caso que su fracción X, sólo le concede facultades para supervisar la recaudación diaria de los cobros de impuestos, derechos, productos y aprovechamientos de las Dependencias generadoras de Ingresos; en tanto que su fracción XIV, únicamente le confiere la facultad de dirigir el procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivo los créditos fiscales; y, su fracción XVII, limita sus atribuciones únicamente a determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación y a fijarlos en cantidad líquida. . . . . . . . . . 
Como puede observarse, ninguna de las fracciones expresadas como fundamento legal le concede a la Directora General de Ingresos la facultad para emitir el requerimiento de pago, de este modo, en la especie, únicamente se justifica que en materia de cobro de créditos fiscales, sólo tiene atribuciones para: supervisar su recaudación diaria; dirigir el procedimiento administrativo de ejecución; y, determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación y a fijarlos en cantidad liquida. De ahí, resulta que la Directora General de Ingresos, en el referido procedimiento administrativo, conforme a las fracciones X y XIV del citado artículo 67, únicamente cuenta con poder de vigilancia, esto es, que como superior sólo cuenta con atribuciones para fiscalizar la actuación de sus inferiores, pero dicha autoridad demandada no tiene facultades para emitir el requerimiento de pago combatido; por otra parte, la autoridad demandada omite expresar la existencia de algún Acuerdo Administrativo mediante el cual se le hayan delegado esas atribuciones, el que es indispensable señalar, para que en su caso, la impetrante esté en  condiciones de  impugnar el acto respecto a la competencia y 
si está o no ajustado a derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, sobre el particular, no se omite precisar que el Director de Ejecución, es la autoridad fiscal que cuenta con facultades para llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución, de acuerdo a lo estipulado por la fracción III del artículo 68 del referido Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, pero la Directora General de Ingresos como superior jerárquico del Director de Ejecución, no tiene esa facultad, pues como se dijo en supralíneas, sólo cuenta con poder de vigilancia, por tal virtud, no es posible estimarla como responsable de los actos emitidos dentro del marco de las facultades generales decisorias que tiene encomendadas el Director de Ejecución, pues los titulares de estas Dependencias para efectos del proceso, son dos autoridades distintas, cada una con sus propias atribuciones, que son el contenido de las tareas asignadas en la materia a cada una de ellas, respectivamente, por los artículos 67 y 68 del aludido Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, ya que estos numerales determinan la amplitud del obrar de cada una de la referidas Dependencias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior es así, en razón de que la Directora General de Ingresos formal y legalmente como superior no debe avocarse a ejercer las facultades reservadas al Director de Ejecución -inferior- en el Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, toda vez que este ordenamiento no contempla ninguna disposición que establezca que las facultades establecidas a favor del Director de Ejecución, podrán ser ejercidas por la Directora General de Ingresos, como superior inmediato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Conforme a lo expuesto, es de concluirse que el requerimiento de pago combatido carece de los elementos de validez exigidos por las fracciones I, VI y VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dado que fue emitido por una autoridad incompetente, indebidamente fundado y motivado, y se omitió la determinación del crédito fiscal y su notificación; actualizándose con ello, las causales de ilegalidad previstas en las fracciones I, II y III del artículo 302 del mismo Código, vulnerándose en perjuicio de la parte actora el artículo 4º de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; por consiguiente, conforme a lo mencionado y además con fundamento en los artículos 300 fracción III, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad del Requerimiento de Pago, identificado con el folio …, suscrito por la Directora General de Ingresos, por la cantidad de …, integrado de la siguiente manera …, por concepto de impuesto predial; …, por diferencias; … por recargos de predial; … por concepto de recargos de diferencias y … por gastos de ejecución de impuesto predial; en el entendido de que la nulidad del acto combatido es para el efecto de que previamente al requerimiento de pago, la autoridad competente con plena competencia emita y notifique a la parte actora la determinación del crédito fiscal por concepto del impuesto predial y debe abstenerse de incluir el cobro de diferencias, recargos de predial y recargos de diferencias, de igual manera, se precisa que para el caso de que el requerimiento de pago contemple gastos de ejecución debe fundarlos y motivarlos; lo anterior a fin de que el justiciable conozca la determinación del crédito fiscal antes de que se le notifique el requerimiento de pago, y en su caso, la actora pague el crédito fiscal, o en su defecto, oportunamente pueda intentar los medios ordinarios de defensa en contra de estos actos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación expresados en la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala,  Séptima época,  Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción I, II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. . . . .  . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del Requerimiento de Pago, identificado con el folio …, suscrito por la Directora General de Ingresos, por la cantidad de …, integrado de la siguiente manera …, por concepto de impuesto predial; …, por diferencias; … por recargos de predial; … por concepto de recargos de diferencias y … por gastos de ejecución de impuesto predial; y, dicha nulidad del acto combatido es para los efectos precisados en la última parte del cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa en forma legal con Secretario de Estudio y Cuenta, Licenciada MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
